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I Introducción
En enero de 2002, el Programa Mujer, Justicia y Género del Instituto Latinoamericano de las

Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente (ILANUD) in-
formó acerca de la importancia de que las organizaciones femeninas prepararan un informe pa-
ralelo al que será presentado por el Gobierno de Costa Rica en junio de 2003 ante el Comité de
la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres (CE-
DAW). 

Será el primer informe oficial ante dicho Comité en dieciocho años, desde que la Convención
fue ratificada por el gobierno de Costa Rica en 1984. Para la Agenda Política de Mujeres la opor-
tunidad de acompañar el informe oficial con un primer informe sombra es fundamental. Por ello
acogió de forma inmediata el reto, al mismo tiempo que invitó a otras organizaciones de mujeres
para sumarse al esfuerzo. Una de las integrantes de la Agenda Política de Mujeres participó en
una capacitación dirigida a fortalecer las potencialidades de las mujeres de la sociedad civil, pa-
ra formular y cabildear un Informe Sombra, gracias a una beca otorgada por la organización IW-
RAW-Asia Pacific.

Desde el inicio del proceso, la Agenda Política de Mujeres se propuso desarrollar las temáti-
cas de salud, los derechos sexuales y reproductivos, la discriminación existente en el Código de
Trabajo vigente contra las trabajadoras domésticas remuneradas, la educación sexual en todos los
niveles del sistema educativo y la influencia retardataria de la Iglesia Católica en el ejercicio de
los derechos humanos de las mujeres y, con ello, el imperativo de exigir la declaración de un
Estado laico. 

En agosto de 2002 con el apoyo técnico y financiero del Fondo de Población de las Naciones
Unidas (UNFPA), se realizó una convocatoria amplia a organizaciones de mujeres con quienes se
elaboró una estrategia de recuperación del conocimiento e información acumulada por ellas, así
como un plan de trabajo orientado a la construcción del Informe Sombra. El UNFPA, contribu-
yó con la contratación de la consultora Manine Arends, encargada de sistematizar los resultados
del proceso de elaboración del Informe Sombra.

En dicho proceso participaron diversas organizaciones, aportando los insumos medulares pa-
ra el contenido del Informe: la Agenda Política de Mujeres, el Centro de Investigación y Promo-
ción para América Central de Derechos Humanos (CIPAC/DDHH), la Asociación de Mujeres en
Salud (AMES), la Alianza de Mujeres Costarricenses (AMC), la Asociación de Trabajadoras Do-
mésticas (ASTRADOMES), la Liga de Mujeres pro Paz y Libertad (LIMPAL), la Asociación
PRIMAL para la humanización del parto (PRIMAL), la Federación Costarricense de Organiza-
ciones de Personas con Discapacidad (FECODIS) y mujeres indígenas de IXACAVAA, entre
otras. 

Otro insumo importante fue la Agenda de Discusión Legislativa Consensuada, la cual fue
construida por mujeres provenientes de todas las regiones y sectores socioeconómicos del país,
en el marco del Primer Parlamento de Mujeres en Costa Rica, en marzo del 2002. Asimismo fue-
ron muy valiosos los aportes a título personal de algunas mujeres.

Finalmente, el Centro Legal para Derechos Reproductivos y Políticas Públicas (CRLP) apor-
tó su conocimiento técnico y financiero para la revisión, la traducción y la reproducción del In-
forme Sombra sobre la situación de las mujeres en Costa Rica.

El Informe Sombra se limita a aquellos temas en que las mujeres participantes en este proce-
so tienen más conocimiento, experiencia y acceso a información. Este informe no aborda toda la
diversidad de discriminaciones existentes contra las mujeres en Costa Rica.

Marta Solano (mesolano@racsa.co.cr), Agenda Política de Mujeres.
Maricel Salas  (maricels@costarricense.cr), Agenda Política de Mujeres.
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II Contexto nacional 
de Costa Rica

Contexto socioeconómico

Costa Rica, país centroamericano con 4 millones de habitantes, tiene una economía de peque-
ña escala, abierta y vulnerable a los cambios en los mercados internacionales. Las principa-

les fuentes de divisas provienen de la maquila, de microprocesadores y el turismo, superando las
provenientes de las exportaciones de banano y café. El desarrollo económico que experimenta
Costa Rica no propicia la equidad, ya que favorece a reducidos sectores que prosperan en forma
acelerada, al margen del conjunto de la sociedad.1

Señala el último Informe de Estado de la Nación (2002): “Desde hace varios años la distri-
bución del ingreso, los niveles de pobreza, subempleo y desempleo vienen mostrando pequeños
deterioros anuales [...]. Hasta el momento, los avances en la cobertura de los servicios de salud
y educación, así como la mejoría en la provisión de servicios básicos, no logran frenar la gra-
dual y sostenida tendencia al deterioro social en los últimos años”.

Contexto político

El escenario político costarricense de los últimos cinco años ha experimentado un giro notable
en cuanto a las relaciones entre el Estado y la sociedad civil. En este sentido, el masivo mo-

vimiento social para rechazar la privatización de los servicios de generación eléctrica, telecomu-
nicaciones e Internet (el llamado combo del ICE) en marzo y abril del 2000, fue muy significati-
vo.

La manifestación política de la inconformidad social se expresó en la reacción del electorado
frente al bipartidismo, el cual fue cuestionado en las elecciones del 3 de febrero 2002. Ninguno
de los dos partidos políticos tradicionales logró obtener el 40% de los votos que exige la Consti-
tución Política para ganar la presidencia, dando lugar a una segunda ronda electoral, sin prece-
dentes en la historia política del país, y a un cambio significativo en la integración de la Asam-
blea Legislativa.

Organizaciones de mujeres

Las feministas y el movimiento de mujeres han ido adquiriendo importante presencia en el
escenario social, debatiendo políticas estatales en campos como la salud, economía, te-

lecomunicaciones, política y ambiente, que afectan los derechos de la ciudadanía y profun-
dizan las discriminaciones contra las mujeres; sus propuestas alternativas destacan la situa-
ción, derechos y discriminaciones de las mujeres en los distintos ámbitos de la sociedad ci-
vil, gobierno, asamblea legislativa. Se han obtenido avances significativos en la formulación
y aprobación de legislación sobre cuotas de participación política, violencia, acoso sexual,
salud sexual y reproductiva; no así en cuanto a su aplicación.

1 Resumen Estado de la Nación, Informe 8, p.24, 2002.
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III Principales puntos de interés

• El incumplimiento de las leyes e instrumentos jurídicos nacionales e internacionales en
materia de derechos de las mujeres abre una brecha entre el discurso y la práctica en
Costa Rica.

• La influencia oficial y extraoficial de la Iglesia Católica sobre el Estado costarricense li-
mita el pleno goce y reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres, particu-
larmente los derechos sexuales y reproductivos.

• La discriminación de género que sufren las mujeres, acentuada por razones de etnia,
orientación sexual o afectiva, discapacidad, nacionalidad, edad, ubicación geográfica o
situación socioeconómica.

• Discriminación legal contra las trabajadoras domésticas remuneradas en el Código de
Trabajo vigente. 

• Falta de acceso a información completa y oportuna, servicios eficientes y a las más al-
tas tecnologías en relación con la salud sexual y reproductiva.

• Ausencia de educación para la sexualidad en todos los niveles del sistema educativo.

• Incumplimiento del derecho de las mujeres a decidir y tener autonomía sobre su cuerpo.

Es importante mencionar dos puntos que, aunque no son desarrollados en el In-
forme, constituyen obstáculos para erradicar la discriminación de las mujeres en
Costa Rica:

• Ausencia de datos estadísticos e indicadores, confiables, accesibles y pertinentes, subre-
gistros, falta de segregación por sexo e inclusive la ausencia de variables como discapa-
cidad, que permitan medir impactos de los programas sociales.

• El Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), es el ente rector en materia de políticas
públicas para las mujeres. Tiene la obligación de formular y ejecutar una política nacio-
nal de igualdad y equidad entre mujeres y hombres, según lo dispuesto en el artículo 4,
incisos a) y b) de su ley constitutiva número 7801, del 29 de abril de 1998. Sin embar-
go, en lugar de cumplir con los establecido por ley, dedica la mayor parte de sus recur-
sos al desarrollo de planes y programas sociales del gobierno de turno, particularmente
orientados por los intereses de la agenda social de la primera dama, en detrimento de
acciones de largo alcance para erradicar las manifestaciones y las causas estructurales
de las discriminaciones contra las mujeres.

Informe Sombra | Costa Rica 2003 | CEDAW Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer
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ARTÍCULO 1
Definición de discriminación
1.1 La religión del estado

De acuerdo con la Constitución Políti-
ca2, Costa Rica es un Estado católico. Tan-
to en el año 19943 como en 19994, el Co-
mité de Derechos Humanos de las Nacio-
nes Unidas llamó la atención sobre la dis-
criminación existente en la legislación na-
cional y recomendó al Estado costarricen-
se revisarla:

“(...) inquieta al Comité la preeminente
posición otorgada a la Iglesia Católica ro-
mana. El Comité también observa con in-
quietud el hecho de que ciertas disposicio-
nes de la legislación de Costa Rica (entre
otras la Ley de Carrera Docente) confieren
a la Conferencia Episcopal Nacional la fa-
cultad de impedir efectivamente la ense-
ñanza de religiones distintas del catolicis-
mo en las escuelas públicas y de prohibir
que personas no católicas enseñen religión
en esas escuelas”.

“Las prácticas actuales que someten la
selección de instructores religiosos a la au-
torización de la Conferencia Episcopal no
están en conformidad con el Pacto (Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos).”

“El Comité se mantiene preocupado por
el hecho que la discriminación religiosa en
educación y otros aspectos de la vida en
Costa Rica, continúa siendo parte de la le-
gislación nacional, como anotó en sus an-
teriores observaciones concluyentes. El
Comité reitera la obligación del Estado de
armonizar la legislación interna con la
Convención y pide al Estado informar so-
bre la ejecución de dicha recomendación.”
(Artículo 285).

Los gobiernos no han divulgado dicha
recomendación, ni han mostrado interés en
revisar la legislación nacional tal como lo
recomienda el Comité.5

Las intervenciones de la jerarquía de la
Iglesia Católica en relación con políticas
públicas que promueven el derecho de las
mujeres a tomar decisiones informadas so-

IV Observaciones al II y III
informe del Gobierno de Costa
Rica ante el Comité para la
Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer

2. Constitución Política, artículo 75: La religión católica,
apostólica y romana es la del Estado, el cual contribuye a
su mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio de la Repú-
blica de otros cultos que no se opongan a la moral univer-
sal, ni a las buenas costumbres

3. CCPR/C/79/Add.31, párrafo D.9 y E.13, 1994.

4. General Assembly, United Nations, A/54/40, Vol 1, 21
octubre 1999. 

5. Preguntado durante su campaña electoral por su posi-
ción respecto a la separación entre Estado e iglesia, el ac-
tual presidente Abel Pacheco manifestó que “si la mayoría
de los costarricense son católicos, la religión oficial del país
seguirá siendo el catolicismo”; además dijo que solamente
impulsaría una reforma a la Constitución si en algún mo-
mento la mayoría de los costarricenses abandonara el cato-
licismo, Periódico La Nación, 3 de marzo 2002.
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bre su vida, son discriminatorias precisa-
mente porque están basadas en el sexo, el
de las mujeres, produciendo discrimina-
ciones de las indicadas en el primer artícu-
lo de la Convención (pero también en los
artículos 5, 10 y 12), en cuanto restringen,
menoscaban o anulan el ejercicio pleno de
los derechos humanos de las mujeres.

Las convicciones religiosas de la jerar-
quía católica no pueden ni deben ser
colocadas por encima de los derechos
de las mujeres

Un Estado que es representante de toda
la población, no puede aplicar criterios
eclesiásticos como válidos para todas las y
los costarricenses, aun aquéllos que no
profesan esa creencia religiosa. Aunque la
mayoría de la población se declara católi-
ca, no siempre se apega a los mandatos de
la jerarquía católica. Esto se demuestra
con el porcentaje de nacimientos prove-
nientes de madres no casadas, un 51.1%
según el censo del año 2000.6 Los divor-
cios se triplicaron de 3385 a 9633 entre los
años 1995 y 20007 y, el 71.7% de la po-
blación en Costa Rica declaró estar a favor
del uso de anticonceptivos no naturales,
los cuales no son autorizados por la jerar-
quía católica.8

Se debe eliminar la participación e in-
tromisión de la Iglesia Católica en la toma
de decisiones que son propias de un go-
bierno, de sus representantes elegidos de-
mocráticamente y no de jerarcas eclesiás-
ticos.

La separación del Estado y la Iglesia
Católica mediante la reforma al artículo 75
de la Constitución Política es un paso im-
portante para avanzar en la eliminación de
la discriminación contra las mujeres en
Costa Rica. 

ARTÍCULO 2
Políticas contra la discriminación

El Informe Oficial (párrafo 121) señala
con mucha certeza: “Una porción impor-
tante de la legislación vigente no establece
sanciones para quien incumpla con las me-
didas establecidas en la misma, con lo cual
se viola la misma Convención y se fomen-
ta la impunidad”. Para mitigar la situación
mencionada es indispensable que el Go-
bierno impulse las propuestas legislativas
que a continuación se mencionan.

2.1 Ley de penalización de la violencia 
contra las mujeres mayores de edad

La Ley contra la Violencia Doméstica ha
resultado una herramienta fundamental pa-
ra la protección de las mujeres; sin embar-
go, en muchas ocasiones no ha resultado
suficiente, porque al no ser de naturaleza
penal, no implica sanciones. Es decir, la
violencia contra las mujeres sigue siendo
impune debido a que no se contemplan de-
litos específicos en el Código Penal.

Informe Sombra | Costa Rica 2003 | CEDAW Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer

6. Unidad de investigación INAMU, con base en censo
2000 INCEC- Costa Rica

7. Periódico La Nación, 26/ 6/ 2001

8. Demoscopía, estudio “Fe y Creencias del Costarricense,
2001
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Mueren en promedio 20 mujeres al año
y se reciben más seis mil llamadas
anuales en la línea de emergencia 911
solicitando ayuda.9

Por esta razón se ha presentado un pro-
yecto de ley “Penalización de la Violencia
Contra las Mujeres Mayores de Edad” (No

13.874) a la Asamblea Legislativa, que bus-
ca penalizar mediante una ley específica la
violencia que se ejerce contra las mujeres
mayores de edad, por parte de personas cer-
canas a ellas, con quienes media una rela-
ción de poder o de confianza, a fin de hacer
justicia e impedir la impunidad de los agre-
sores.

2.2 Reforma a la ley de hostigamiento 
sexual en el empleo y la docencia 
(ver también artículo 11)

La Ley contra el Hostigamiento Sexual
en el Empleo y la Docencia No 7476 esta-
blece sanciones típicas del derecho laboral,
pero su aplicación ha demostrado la presen-
cia de vacíos importantes, por lo cual es ne-
cesario reformarla.10

La actitud machista de los patronos y
hasta de los sindicatos obstaculiza la
comprobación del hecho y su sanción. 

No hay mecanismos para exigir su
aplicación en el sector privado. No
existe uniformidad de procedimientos
en el sector público y los que existen
son desconocidos por la mayoría de
las personas. Por lo general, quienes
integran los órganos de investigación

carecen de conocimiento sobre la ma-
teria y la ley. En algunos casos, las
personas que integran los órganos de
investigación, en el sector público,
mantienen lazos que les relacionan
con las personas denunciadas. Asi-
mismo, recae en las mujeres la carga
de la prueba de un hecho que, por su
naturaleza, suele ocurrir sin testigos
presenciales.11

La legislación vigente en esa materia
no establece la obligatoriedad de la em-
presa pública y privada de proveer ser-
vicios de asesoría legal y psicológica
para quien denuncia hostigamiento se-
xual, ni mucho menos sanciones para
aquellas que actúen con negligencia o
impericia en la resolución de los mis-
mos. Una limitante es, además, que los
pronunciamientos de la Defensoría de
los Habitantes no son vinculantes.

Se encuentra en la corriente legislativa
un proyecto que busca reformar la Ley
Contra el Hostigamiento Sexual en el Em-
pleo y la Docencia (Expediente No

13.094). La Reforma propone unificar pro-
cedimientos, eliminar la protección que
tienen personas cubiertas por fueros espe-
ciales (como magistrados, diputados, diri-
gencia sindical), divulgar la Ley, involu-
crar a la Defensoría, el Ministerio de Tra-
bajo y los colegios de profesionales, san-
cionar a los patronos que no siguen los
procedimientos, establecer sanciones a
hostigadores, entre otros.

2.3 Ley 7600 de igualdad de oportunida-
des para las personas con discapacidades

Las mujeres con discapacidades sufren
múltiples discriminaciones, violaciones y
represiones por la sociedad y en los servi-
cios públicos y privados. Aunque la Ley
7600 no resuelve del todo dichas discrimi-9. Violencia 0-08, Instituto Nacional de las Mujeres. Uni-

dad Comunicación y Género, San José, 23/4/03

10. Meza Mora V. Más allá de la Ley contra el hostigamien-
to sexual, LIMPAL sección Costa Rica, septiembre 2001. 11. No se dispone de datos oficiales.
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naciones, constituye un instrumento im-
portante a favor de estas personas.

Los plazos que establece la Ley 7600
para que las instituciones públicas cum-
plan con la aplicación de todas sus dispo-
siciones vencen en el año 2003; sin embar-
go no son respetados. El Gobierno y la Co-
misión de Hacendarios de la Asamblea Le-
gislativa, deben velar por la asignación de
recursos para que las instituciones puedan
cumplir con los compromisos establecidos
en dicha Ley.

Un tema prioritario es la adaptación de
infraestructuras y el transporte. Por lo
tanto, se debe dar seguimiento al expe-
diente No 14.236 Transporte Público In-
termodal, para que las personas con dis-
capacidad puedan lograr una integración
plena en los diferentes ámbitos como re-
creación, educación, trabajo, cultura, sa-
lud, entre otros.

ARTÍCULO 4
Medidas especiales
4.1 Políticas institucionales 
de igualdad de género

Se han tomado medidas especiales pa-
ra asegurar la participación de las muje-
res en la política nacional por medio de
cuotas electorales, con las cuales se han
logrado avances significativos en los
puestos de elección popular. Sin embar-
go, en el ámbito de las instituciones gu-
bernamentales no existen medidas que
promuevan y garanticen el acceso equita-
tivo de las mujeres a puestos de decisión.
De 21 instituciones públicas, únicamente
5 mujeres ocupan el cargo de presidentas
ejecutivas. De 21 Direcciones Generales
de Presidencias Ejecutivas, sólo 3 están a
cargo de mujeres. En lo que respecta a
Juntas Directivas, de un total de 215
puestos, sólo 54 corresponden a mujeres.
Los nombramientos anteriormente cita-

dos son determinados por la Presidencia
de la República.12

De hecho las instituciones no tienen,
por ejemplo, una política de recursos hu-
manos con enfoque de equidad de género.

Se deben adoptar políticas y programas
institucionales, con asignación de presu-
puesto y recurso humano, que garanticen
la igualdad de oportunidades laborales y la
equidad de género en todos los niveles je-
rárquicos de las instituciones públicas. El
Estado debe promover dichas medidas en
las empresas privadas.

4.2 Medidas para mujeres 
con discapacidades

Las mujeres con discapacidades consti-
tuyen un grupo en desventaja ya que su
condición les dificulta conseguir los obje-
tivos de vida elementales, como un traba-
jo, vida en pareja, una familia y una vida
sin violencia. En general las instituciones
Ministerio de Trabajo, Defensoría de las
Mujeres, Ministerio de Salud e INAMU no
poseen programas puntuales para mujeres
con discapacidades. 

El Estado debe facilitar los recursos y
programas que permitan equidad para esta
población, pero contrariamente, limita y
recorta el presupuesto necesario para el
desarrollo de los programas y las políticas
sociales, especialmente en cuanto a las
mujeres se refiere.

Todos los programas gubernamentales
de desarrollo socio económico deben con-
templar las necesidades de las mujeres con
discapacidades. 
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12. Representación de mujeres en puestos de elección po-
pular y nombramientos. Área de ciudadanía Activa, Lide-
razgo y Gestión Local. INAMU. 2002-2003
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ARTÍCULO 5
Funciones estereotipadas 
y prejuicios
5.1 El concepto de familia

Es notable que buena parte de la pobla-
ción no corresponde con el ideal de fami-
lia tradicional, es decir, aquella legalmente
constituida, con un padre proveedor eco-
nómico del hogar y una madre encargada
de los cuidados físicos y afectivos de sus
hijos/as13.

En el año 2000 se registraron 960137
hogares uniparentales, correspondientes a
un 25.20% del total de la población del
país. De este el 22.72% de hogares tienen
una mujer como única proveedora, conoci-
das como “jefas de hogar”, lo que corres-
ponde a 218148 mujeres jefas de hogar. De
hecho, sólo el 49% de los nacimientos co-
rresponden a madres casadas.14

Lo anterior hace que las prácticas coti-
dianas de la vida familiar (tales como el
ejercicio de la maternidad y la paternidad)
requieran renovadas formas de conviven-
cia social y familiar.

El Estado debe garantizar la existencia
de centros de cuidado infantil; adoptar le-
gislación y acciones correspondientes que
permitan la equitativa distribución de las
responsabilidades familiares, y la corres-
ponsabilidad en el cuidado, crianza, edu-
cación de menores, de personas enfermas
y adultas mayores dentro del núcleo fami-
liar. Asimismo, impulsar políticas orienta-
das a eliminar prejuicios, estereotipos y to-
da práctica discriminatoria contra las mu-
jeres en el ámbito familiar. 

La jerarquía de la Iglesia Católica y sus
creencias religiosas influyen sobre las ins-

tancias gubernamentales y obstaculizan la
formulación de políticas respetuosas de la
diversidad de relaciones interpersonales
existentes en la actualidad, imponiendo
concepciones sobre las familias, el matri-
monio, uniones de pareja, incluidas las del
mismo sexo, la sexualidad, la maternidad
y la paternidad, entre otros. Es más, la je-
rarquía de la Iglesia Católica tiene partici-
pación oficial en instancias gubernamenta-
les, tales como la Junta Directiva de la Ca-
ja Costarricense de Seguro Social.

En la elaboración de políticas públicas,
el gobierno costarricense debe respetar las
realidades y diversidades de las personas
que habitan el país en vez de subordinarse
a los mandatos de la jerarquía de la Iglesia
Católica, que promueve papeles tradicio-
nales para hombres y mujeres y sigue ne-
gando las nuevas familias en el país. Esta
aspiración de soberanía e independencia se
ve afectada por la existencia del estado
confesional.

ARTÍCULO 7
Vida política y pública
7.1 Participación de mujeres 
con discapacidades

Las mujeres con discapacidades se en-
cuentran con barreras sociales y culturales
para estudiar y superarse personal y profe-
sionalmente, lo cual limita sus posibilidades
de participar de la vida pública y política.

También se ven limitadas en el derecho
de ejercer su voto como ciudadanas en las
elecciones, ya que las barreras arquitectóni-
cas en los edificios públicos, incluidas las
escuelas y colegios que se utilizan como
centros de votación para las elecciones, obs-
taculizan el acceso a dichos centros.

El Gobierno debe asegurar el acceso fí-
sico de las personas con discapacidad a los
establecimientos públicos para que puedan
emitir su voto.

13. Inscripción de los hijos e hijas de madres solteras y pa-
ternidad responsable, Vega Robles I, Instituto de Investiga-
ciones Psicológicas, UCR, mayo 2001.

14. Unidad de investigación INAMU, con base en censo
2000 INCEC-Costa Rica



ARTÍCULO 10
Educación
10.1 Derechos de las adolescentes 
embarazadas y adolescentes madres

Cada año se producen en Costa  Rica
16041 nacimientos provenientes de ado-
lescentes con edades entre los 12 y 19
años. De estos nacimientos, 597 corres-
ponden a niñas con edades entre 12 y 14
años.15

Es obligación del Estado, particular-
mente del Ministerio de Educación Públi-
ca, cumplir con su deber y garantizar el de-
recho de las adolescentes madres y adoles-
centes embarazadas a acceder a todas las
modalidades del sistema educativo costa-
rricense, garantizando al menos la oportu-
nidad de que finalicen la educación gene-
ral básica.

Se recomienda la capacitación y sensi-
bilización de personal de dirección de ins-
tituciones educativas, sobre la legislación
y los derechos de adolescentes madres, de
la niñez y la adolescencia en general.

2 niñas con edades entre 12 y 14 años
dan al luz diariamente en Costa Rica 

10.2 La educación sexual 
en el sistema educativo

Los alcances de los programas de edu-
cación sexual han sido limitados por la
oposición de movimientos conservadores,
particularmente la jerarquía de la Iglesia
Católica, y la falta de compromiso guber-
namental, del Ministerio de Educación Pú-
blica. 16, 17, 18 El trabajo que realiza el Pro-
grama de Atención Integral a la Adoles-
cencia (PAIA) de la CCSS en el tema de
salud sexual y salud reproductiva para
adolescentes es de suma importancia, pero
no es suficiente, ya que la cobertura del
PAIA es solo de un 29%.19

La intervención directa de la
Conferencia Episcopal obstruye el
derecho humano de las personas
jóvenes de gozar de una educación
sexual objetiva y oportuna.

El cuestionamiento y retiro de las guías
de educación sexual en 1994 y del progra-
ma Amor Joven en 1999, son ejemplo cla-
ro del poder de la Conferencia Episcopal
Costarricense en el Ministerio de Educa-
ción Pública, la cual frustró la educación
sexual para las personas jóvenes en Costa
Rica. Se trata de una intervención directa
para obstruir el derecho humano de las
personas jóvenes de gozar de educación

16 Oficio DM-3559-08 del 22 de agosto del 2002. Res-
puesta de la Sra. Astrid Fischel Volio, Jerarca del Ministerio
de Educación Pública, al Defensor de los Habitantes, el Sr.
José Manual Echandi. 

17 Oficio 23298 del 26 de Agosto 2002. Respuesta del Sr.
Horacio Solano Montero, Gerente de la División Médica
del la CCSS al Defensor de los Habitantes, el Sr. José Ma-
nual Echandi.

18 Faerron A. La educación de la sexualidad en el contex-
to de la sociedad costarricense: análisis del proceso de di-
seño y gestión del Programa Amor Joven. Tesis de maestría
del postgrado estudios de la mujer, UCR, 2002.

19 Evaluación Compromisos de Gestión 2000, Dirección
de Compras de Servicios de Salud, CCSS.
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15. Unidad de Investigación INAMU con base en censo
2000.INEC-San José.
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sexual objetiva y oportuna que les permita
mejores opciones de vida.

De 380 muchachos y muchachas con-
sultadas en una encuesta realizada en el
año 2001, 8 de cada 10 dicen haber recibi-
do algún tipo de educación sexual, pero de
ellos, solo 3 dicen que provino de sus pa-
dres. El resto obtuvo la información en el
colegio (un 64 por ciento), con amigos o,
lo que resulta más preocupante, de una
manera autodidacta, es decir, por medio de
experiencias personales. En ese sentido,
vale resaltar que según el mismo estudio,
de cada 100 adolescentes, 20 han manteni-
do relaciones sexuales. Las edades de ini-
cio en que se agrupan los mayores porcen-
tajes son 14 y 15 años, edades en que se re-
gistra un mayor número de embarazos
adolescentes y se incrementa la deserción
colegial.20

Es decir, eso sucede cuando están entre
segundo y tercer año de secundaria. Un
64% dijo no haber utilizado ninguna forma
de protección en su última relación sexual
y un 13% dijo haberlo utilizado solo una
vez. Solamente un 5% dijo haberse prote-
gido más de una vez21. A pesar de la im-
portancia del uso del condón para la pre-
vención del VIH/SIDA y otras enfermeda-
des de transmisión sexual, la principal ra-
zón que comunican los y las adolescentes
para utilizar el preservativo es la preven-
ción del embarazo (23%).22

La resistencia del Ministerio de Educa-
ción Pública (MEP) al desarrollo de pro-
gramas de educación para la sexualidad se

manifestó, una vez más, en el año 2001 al
suspender el plan de capacitación para
profesores/as, en el marco del Programa
Amor Joven, aún contando con el presu-
puesto para llevarlo a cabo.23

Con la complacencia del gobierno, la
Conferencia Episcopal Costarricense tiene
el poder de revisar, objetar textos y progra-
mas educativos referentes a la sexualidad,
sobre la base de las creencias y la moral
católica, tal fue el caso del programa Amor
Joven, cuyo resultado fue un consenso sus-
crito entre ambas partes.24

El Ministerio de Educación Pública de-
be asumir la responsabilidad que le com-
pete en materia de educación de la sexua-
lidad de la población escolarizada desde la
primaria, respetando de esta forma sus de-
rechos humanos25. Para ello debe educar
en sexualidad con un enfoque de equidad
al personal docente, a fin de que puedan
resolver las inquietudes que plantean las y
los estudiantes.

La educación en esta materia debe com-
prender temas relativos al ejercicio de la
sexualidad responsable, voluntaria y pla-
centera, libre de moralidades religiosas y
preparando a los y las alumnas para tomar
decisiones con base en información veraz,
oportuna, concisa y completa que permita,
entre otras cosas, la prevención del abuso
sexual, de embarazos adolescentes y del
contagio de enfermedades de transmisión
sexual.

20. Adolescentes 2001, Sexualidad. Edición especial. “Tabú
entre sábanas”. Periódico La Nación, 15/7/2001

21. Molina, M. et al. Conductas de riesgo en adolescentes,
1999.

22. Valverde, Oscar; Solano, Ana Cristina; Alfaro, Jeffry; Ri-
gioni, María Elena; Vega, Marianela. Adolescencia: Protec-
ción y riesgo en Costa Rica. Múltiples aristas, una tarea de
todos y todas. Programa Atención Integral a la Adolescen-
cia, Caja Costarricense de Seguro Social. San José, Costa Ri-
ca. 2001

23. Oficio DM-3559-08 del 22 de agosto del 2002. Res-
puesta de la Sra. Astrid Fischel Volio, Jerarca del Ministerio
de Educación Pública, al Defensor de los Habitantes, el Sr.
José Manual Echandi.

24. Programas Amor Joven y Construyendo Oportunidades.
Documento de Consenso Iglesia Católica-Gobierno de la
República, Octubre 1999.

25. Facio A. Asegurando el Futuro. Las instituciones nacio-
nales de derechos humanos y los derechos reproductivos
(en imprenta 2002).
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10.3 Derecho de las mujeres 
con discapacidades a la educación
A pesar de existir la Ley 7600 de Igualdad
de Oportunidades para las personas con
discapacidades, aún se producen discrimi-
naciones hacia las personas con discapaci-
dades respecto de su derecho a la educa-
ción.

Las quejas presentadas a la Defensoría
de los Habitantes son: Violación a un am-
biente libre de barreras arquitectónicas en
los ambientes educativos; denegación del
derecho a la educación para personas de
18 años con discapacidad y discriminación
a las mujeres mayores de edad con disca-
pacidades, por parte del sector educativo.

El Gobierno debe asignar fondos para
adecuar la infraestructura de los centros
educativos. Asimismo, el Ministerio de
Educación debe capacitar a personal do-
cente y administrativo sobre los derechos
de las personas con discapacidades a la
educación.

ARTÍCULO 11
Empleo
11.1 Régimen especial 
para el Trabajo Doméstico

Aunque la Constitución Política de Cos-
ta Rica establece normas que protegen a las
personas trabajadoras remuneradas,26 el Có-
digo de Trabajo regula el trabajo doméstico
remunerado mediante normas especiales
que resultan discriminatorias contra las per-
sonas, mayoritariamente mujeres, que se de-
dican a tal actividad. Tal situación es inter-
pretada por la Sala Constitucional, dentro
del marco de una “excepción calificada” a la
Ley.27

De acuerdo con el Código de Trabajo
las servidoras domésticas tienen una jor-

nada laboral que es un 50% más larga que
la de otros trabajadores y trabajadoras,28

mientras que sus días de descanso, se re-
ducen a la mitad de los que disfrutan
quienes no se dedican a esta actividad.29

También se establece un salario inferior
al mínimo determinado para otros traba-
jos no calificados.30 La alimentación, el
hospedaje y los artículos personales con-
forman el salario en especie; sin embar-
go, este monto no se toma en cuenta, en la
mayoría de los casos, para el cálculo del
aguinaldo, liquidación y vacaciones. Las
servidoras domésticas son contratadas de
forma verbal,31 lo cual facilita la evasión
del pago de la seguridad social a favor de
estas trabajadoras y la falta de fiscaliza-
ción de tal incumplimiento por parte de
las autoridades administrativas corres-
pondientes.

Algunas de las prácticas comunes que
dejan a las trabajadoras domésticas en si-
tuaciones altamente vulnerables, son:
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26. Artículos 56, 57 y 58.

27. Voto 3150-94 de la Sala Constitucional de Costa Rica.

28. Doce horas (Artículo 104 del Código de Trabajo, inciso
c) en vez de ocho horas (Artículo 58 de la Constitución Po-
lítica), con posibilidad de extender hasta dieciséis horas (ar-
tículo 104 del Código de Trabajo, inciso c).

29. Las servidoras domésticas gozarán de únicamente me-
dia jornada de trabajo semanalmente (Artículo 104 del Có-
digo de Trabajo, inciso d) en vez de un día de descanso (Ar-
tículo 59 de la Constitución Política). Lo mismo ocurre con
los días feriados, los cuales se dan también como media
jornada para las trabajadoras domésticas o, si se trabajan,
se remuneran como medio jornal adicional. Estos feriados y
días de descansos medios solo se dan para las empleadas
domésticas y para ningún otro tipo de trabajo.

30. Según el Decreto No. 29633-MTSS, publicado en el
Diario Oficial el 1º de agosto de 2002, los salarios mínimos
mensuales en colones en Costa Rica son los siguientes: 

Servidoras domésticas (más alimentación) 5 1 . 7 3 1
+ 50% en especies (alimentación)

Trabajadores no calificados 89.098
Trabajadores semicalificados 97.098
Trabajadores calificados 104.315
Técnicos medios de educación diversificada 112.364
Trabajadores especializados 120.413
Técnicos de educación superior 138.477
Diplomados de educación superior 1 149.561
Bachilleres universitarios 169.637
Licenciados universitarios 203.571

31. Artículo 22, Código del Trabajo
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• Condición de inmigrante ilegal.
• La violencia doméstica, el acoso y la vio-

lencia sexual, por parte de algunos patro-
nos, dado que el ambiente laboral es el es-
pacio doméstico y muchas de ellas duer-
men en las casas de habitación.

• Despido de la trabajadora embarazada.32

• Ausencia de Inspección, por parte del Mi-
nisterio de Trabajo.33

Las normas que regulan la situación es-
pecífica de las trabajadoras domésticas
son excepciones discriminatorias a
principios fundamentales consagrados
en instrumentos internacionales
ratificados y la propia Constitución Po-
lítica.

Los intentos que por varios años ha reali-
zado la Asociación de Trabajadoras Domés-
ticas de Costa Rica (ASTRADOMES), ante
la Asamblea Legislativa para que se apruebe
un proyecto de Ley (expediente No 13.413)
que reforme esta legislación servil y discri-
minatoria han sido inútiles. 

El Gobierno actual debe impulsar dicho
proyecto de Reforma al Código de Trabajo.

El valor del trabajo doméstico nunca ha
sido económicamente reconocido en la so-
ciedad costarricense. No por coincidencia
son las mujeres quienes realizan, mayorita-
riamente, dicha labor.

Tomando en cuenta que hay aproximada-
mente 80000 mujeres adultas y 70000 niñas
y adolescentes trabajadoras domésticas en

Costa Rica, la mayor parte emigrantes de
Nicaragua34, es urgente la aprobación de
una reforma a la ley.

11.2 Discriminación 
por orientación sexual

El Estado ha hecho esfuerzos para el me-
joramiento de la situación laboral de las mu-
jeres y la protección de las embarazadas. Sin
embargo, hay sectores en el ámbito laboral
absolutamente desprotegidos, como son las
mujeres lesbianas.

Las mujeres lesbianas sufren el acoso se-
xual y el despido de sus empleos por razo-
nes de su orientación sexual; la denuncia y
protección de estas mujeres no tiene una res-
puesta favorable por parte de Estado. Una
investigación realizada en el año 2000 entre
99 mujeres lesbianas, arrojó que de estas
mujeres, 8 sufrían acoso sexual, 17 eran víc-
timas de bromas y ofensas lesbofóbicas, 8
vivían en un ambiente laboral cargado de
aislamiento/ represión y 2 tenían diferencias
salariales con respecto a otros y otras en sus
mismos puestos. En ninguno de estos casos
ha habido denuncia ante autoridades inter-
nas o externas al lugar de trabajo. La princi-
pal preocupación para no denunciar estas si-
tuaciones es la de ser identificadas como
mujeres lesbianas (31%), perder el trabajo
(17%) y temor a que el ambiente laboral se
torne insoportable debido a represalias pa-
tronales (15%).35

El Gobierno debe garantizar la elimina-
ción de toda práctica discriminatoria de los
empleadores contra las mujeres, entre ellas
la discriminación por orientación sexual.

32. La trabajadora embarazada que es despedida por su es-
tado de gestación debe ser reinstalada en su trabajo; sin
embargo, la jurisprudencia de la Sala II ha tomado la co-
rriente de que en algunos casos (como en el trabajo domés-
tico) la situación de reinstalación puede ser muy incómoda
o a veces contraproducente. En vez de reinstalar se indem-
nice a la trabajadora pagándole los salarios caídos o deja-
dos de percibir.

33. El Ministerio de Trabajo tiene la competencia legal pa-
ra controlar y supervisar la contratación y relaciones labo-
rales de las trabajadoras domésticas; sin embargo conside-
ra el lugar de trabajo -las casas- como un ámbito privado.

34. Defensa de los Niños Internacional (DNI) Costa Rica.
50 niñas y mujeres adolescentes trabajadoras domésticas
en Costa Rica, Mayo, 1999. 

35. Diversidad Sexual y Trabajo en Costa Rica, CI-
PAC/DDHH, 2000.
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11.3 Reglamentos internos 
en casos de hostigamiento sexual

La Ley contra el Hostigamiento Sexual
en el Empleo y la Docencia, no se cumple
en todos sus extremos. La aplicación de la
ley se dificulta porque corresponde a las de-
nunciantes la carga de la prueba de hechos
que generalmente ocurren en la privacidad
de una oficina o centro de educación, sin
testigos presenciales.

La aprobación del proyecto para la Re-
forma de la Ley Contra el Hostigamiento
Sexual (expediente no. 13.094) es funda-
mental para poner fin a estas situaciones.
Debe acompañarse de políticas para garan-
tizar un ambiente libre de acoso sexual en
el trabajo.

ARTÍCULO 12
Salud

Costa Rica no cuenta con una Política
Nacional en Salud Sexual y Salud Repro-
ductiva. Aunque dentro de la Política Na-
cional de Salud se plantea dicha iniciativa,
ésta no se ha concretado.

12.1 Servicios de atención 
al embarazo y parto

En Costa Rica existe una cultura de
atención del embarazo y el parto totalmen-
te medicalizada. El 98% de los partos son
hospitalarios. El uso de pitocín para acele-
rar el parto oscila entre 80 y 95%, el 22%
de los partos atendidos en los servicios de
la Caja Costarricense de Seguro Social
(CCSS) es por cesárea.36

El protocolo de atención del parto nor-
mal en Costa Rica no ha logrado incorpo-

rar las más recientes investigaciones cien-
tíficas, la opinión y experiencia de las
usuarias del servicio de salud. Además, el
Reglamento de Salud37 que hace referen-
cia al derecho de estar informadas, de to-
mar decisiones con respecto al trato e in-
tervenciones, de estar acompañada en todo
momento por una persona de su confianza,
entre otros aspectos básicos en las salas de
los hospitales y clínicas, es obstaculizado
por la práctica médico-administrativa.

Son escasos e ineficaces los mecanismos
para denunciar, acompañar, dar seguimiento
y erradicar este tipo de violencia, la cual ge-
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36. Algunos de los tipos de violencia que se experimentan
en las salas de parto son las siguientes: 
• Violencia física: obligar a las mujeres a permanecer acos-

tadas durante la labor y el parto, uso y abuso de instru-
mentos y de intervenciones invasoras, dolorosas y golpes.
La episiotomía o piquete es una mutilación a los genita-
les de las embarazadas. 

• Violencia sexual: el parto está ligado a aspectos muy ín-
timos de la sexualidad de las mujeres, es un acto suma-
mente privado. En los hospitales de la seguridad social,
las mujeres son inmovilizadas por estribos, examinadas y
manipuladas (por mucho personal médico, de enfermería
y estudiantes).

• Violencia psicológica: no se respetan las necesidades de
las mujeres, se las culpabiliza si los resultados son nega-
tivos; se ignora la opinión y conocimiento de las mujeres
sobre su cuerpo.

• Violencia verbal: amenazas, regaños, gritos, insultos, hu-
millación intencional, trato brusco.

Algunas prácticas obstétricas riesgosas que violentan la sa-
lud: No permitir a las mujeres que tomen decisiones acer-
ca de su cuidado. Que los médicos intervengan en la aten-
ción de todas las mujeres. Insistir en el confinamiento insti-
tucional universal. Dejar a las madres sin atención durante
el trabajo de parto. Enema rutinario. Suero intravenoso de
rutina durante la labor. Prohibir a las mujeres ingerir líqui-
dos y comida. Tactos vaginales rutinarios y frecuentes. Mo-
nitoreo fetal electrónico rutinario. Restricción de la posi-
ción materna durante el trabajo de parto y parto. Episioto-
mía rutinaria. Repetir la cesárea en forma rutinaria luego de
cesárea anterior. Inducción del parto en forma rutinaria an-
tes de las 42 semanas. Uso de sedantes /tranquilizantes de
rutina. Exploración rutinaria del útero después del parto va-
ginal. Posición acostada, conocida como litotomía. Uso de
estribos. Separar a las madres de sus hijos cuando éstos se
encuentran en buen estado de salud. Administración de
agua/glucosa en forma rutinaria a los niños amamantados.
Distribución sin cargo de muestras de fórmulas lácteas. Pro-
hibir las visitas de los familiares.

37. Capítulo IV, Artículo 75 y 76 referidos a los derechos de
los asegurados y de los derechos de las mujeres embaraza-
das respectivamente.
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neralmente no es denunciada.
Se deben establecer mecanismos efecti-

vos que permitan la participación de las
usuarias y organizaciones de mujeres, en la
formulación y evaluación de políticas de sa-
lud sexual y reproductiva así como en la
creación de normas de atención de procesos
de embarazo, parto y posparto.

Formar y capacitar al personal de salud,
médico, paramédico y administrativo, con el
fin de humanizar la atención, para que res-
pete y dignifique a las mujeres en su calidad
de usuarias de los servicios de salud y para
eliminar prácticas riesgosas, invasivas y vio-
lentas en la atención de los servicios de sa-
lud, en especial en la atención de embarazo
y parto. Capacitar e incorporar a las parteras
al sistema de atención en los procesos repro-
ductivos, a fin de incrementar las opciones
para el parto.

12.2 Consejería en salud 
sexual y reproductiva

Desde la aprobación del Decreto 27913-
S de junio del 1999 (que reconoce el dere-
cho de toda persona mayor de edad de deci-
dir libre e informadamente sobre su salud
sexual y reproductiva) en los servicios de la
C.C.S.S, la demanda de las mujeres por la
esterilización quirúrgica ha ido en aumen-
to,38 así como las listas de espera.

En la aplicación del Decreto las mujeres
han encontrado obstáculos de tipo adminis-
trativo y cultural. La actitud del personal
que brinda los servicios que el Decreto es-
tablece, interpone sus prejuicios y criterios
morales en relación con el ejercicio de la
voluntad informada.39 Eso hace que, en mu-
chos casos, las usuarias desistan de exigir el

respeto a las decisiones sobre el ejercicio de
su sexualidad y capacidad reproductiva.

Las consejerías en salud sexual y repro-
ductiva se efectúan de manera colectiva, y
quienes eligen la esterilización, tienen una
segunda sesión informativa sobre el méto-
do seleccionado, la cual suele finalizar con
la firma del consentimiento informado.
Sin embargo, algunas personas usuarias
quedan con dudas que no pueden resolver
ante un grupo , ya que este servicio se
brinda también de forma colectiva40; de
esta manera no se ofrece la oportunidad de
tener una consulta privada para quienes
tengan dudas específicas. Otro de los va-
cíos de las consejerías es el referente a las
enfermedades de transmisión sexual, ya
que no se explica adecuadamente que la
mayoría de los métodos anticonceptivos,
mecánicos, químicos y quirúrgicos no pre-
vienen dichas enfermedades. Además, as-
pectos tales como invitación, metodología,
contenido, las consejerías, están dirigidas
casi exclusivamente a las mujeres, lo cual
ha dado como resultado que durante el año
2000 se realizaran 15178 esterilizaciones a
mujeres y solo 105 a varones, siendo éstas
las más económicas para el sistema de la
seguridad social y las que representan me-
nores riesgos a la salud.41

La Caja Costarricense de Seguro So-
cial, en cumplimiento del Decreto mencio-
nado, debe establecer y ejecutar las accio-
nes que garanticen el acceso al servicio y
el goce de los derechos de salud sexual y
reproductiva a las personas usuarias. Rea-
lizar campañas de educación y divulgación
sobre esos derechos, los métodos anticon-
ceptivos, y sobre la oferta de servicios de
atención en esta materia. Establecer los
mecanismos de supervisión y vigilancia38. El número de esterilizaciones en mujeres, realizadas en

clínicas y hospitales de la CCSS, aumentó de 12028 en
1999 a 15174 en el año 2000, sobre todo en mujeres entre
los 20 y 34 años. Departamento de Información Estadística
de los Servicios de Salud de la CCSS.

39. Díaz, S., Apoyo a la implementación de las consejerías
en salud y derechos sexuales y reproductivos, 2000.

40. Ibid.

41. Departamento de Información Estadística de los Servi-
cios de Salud, CCSS.
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del cumplimiento del decreto, que asegu-
ren el respeto a la voluntad de las personas
usuarias e impidan la imposición de crite-
rios subjetivos y morales del personal mé-
dico y paramédico a cargo de los servicios
de salud sexual y reproductiva.

Garantizar a los hombres el derecho a la
vasectomía, tal como lo establece el decre-
to antes mencionado y el voto No 2002-
03791, emitido por la Sala Constitucional
el 20/12/01.

Las consejerías están dirigidas casi ex-
clusivamente a las mujeres. En el año
2000 se realizaron 15178 esterilizacio-
nes a mujeres y solo 105 a varones

Además es necesario que se asignen re-
cursos para la capacitación y formación
permanente del personal de salud en temas
de salud sexual y reproductiva, incluyendo
el VIH-SIDA, con enfoque de género, a lo
largo de la vida y en reconocimiento a las
diversidades de los y las habitantes del
país.

12.3 Métodos anticonceptivos 
A pesar de tener la prevalencia más alta

de uso de métodos anticonceptivos en la
región centroamericana, la fecundidad no
deseada en Costa Rica se mantiene alrede-
dor del 42%. En el país, un 80% de muje-
res en unión legal y consensual emplea an-
ticonceptivos (38% modernos; 22% esteri-
lización; 11% de barrera y 9% tradiciona-
les)42.Entre los métodos modernos se
agrupan los anticonceptivos orales, el
DIU, los inyectables y el Norplant. Los de
barrera el condón y los anticonceptivos va-

ginales. Los tradicionales incluyen la abs-
tinencia periódica (Billings o ritmo), el re-
tiro y otros.43

En el año 1999, la cuarta parte de las
usuarias de anticonceptivos se abasteció
en el sector privado, lo cual presenta un
aumento significativo desde el año 1992.
Se muestra una fuerte caída en el abasteci-
miento público de pastillas y condones y
un gran aumento en los inyectables. Son
particularmente las mujeres de mayor
edad, residentes en el área rural o fuera del
Valle Central y de menor condición so-
cioeconómica (medida por la educación)
que utilizan los servicios públicos. En di-
chos servicios, el tiempo de espera es de
hasta 8 veces más que en el sector priva-
do.44

Entre los métodos temporales que ofre-
ce la Caja Costarricense de Seguro Social
no se incluye la minipíldora, que contiene
sólo un progestágeno, y por tanto, produce
menos efectos colaterales en el cuerpo de
las mujeres. Tampoco se ofrece el condón
femenino entre los métodos de prevención,
ya sea de embarazos o de ETS/SIDA.

Esta carencia de otros métodos demues-
tra que la protección de la salud sexual de
las mujeres no es una prioridad.

Se debe ampliar la gama de métodos
anticonceptivos en los servicios públicos
de salud y promover la doble protección
(método de barrera combinado con méto-
do hormonal o método definitivo), particu-
larmente entre mujeres que no tienen una
pareja estable.

El Ministerio de Salud debe elaborar
políticas de educación sexual y métodos
anticonceptivos respetuosas de la cultura
indígena y la Caja Costarricense de Segu-
ro Social brindar servicios en salud sexual
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43. Ibid. 

44. Ibid.

42. Chen Mok M., Rosero Bixby L. y otros, Salud Reproduc-
tiva y Migración Nicaragüense en Costa Rica 1999-2000.
Resultados de una Encuesta Nacional de Salud Reproducti-
va, UCR/ PCP/ INISA. 2001.
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y reproductiva accesibles y de buena cali-
dad para esta población.

Es frecuente que en las comunidades
indígenas -aunque no exclusivamente en
ellas- los hombres no acepten que la mu-
jer utilice ningún método anticonceptivo
por razones culturales y por falta de edu-
cación para la sexualidad. Esta situación
impide a las mujeres indígenas el dere-
cho a elegir libremente sobre su sexuali-
dad y capacidad reproductiva. El Minis-
terio de Salud debe elaborar políticas y la
Caja Costarricense de Seguro Social
brindar servicios en salud sexual y repro-
ductiva para esta población.

12.4 Anticoncepción de emergencia
En Costa Rica no hay producto especí-

fico para anticoncepción de emergencia, ni
se ofrece en los servicios de la Caja Costa-
rricense de Seguro Social la información
acerca de la anticoncepción de emergen-
cia, según la dosis con píldoras anticon-
ceptivas. Al no estar registrado, tampoco
hay protocolos de atención para la anticon-
cepción de emergencia, lo cual limita se-
riamente las posibilidades de las mujeres
de prevenir un embarazo no deseado, he-
cho muy grave si se considera que este mé-
todo previene los embarazos producto de
delitos sexuales como la violación.45

Existe desconocimiento del método de
anticoncepción de emergencia en la pobla-
ción46 así como en los profesionales en

farmacia.47

La Caja Costarricense de Seguro Social
debe utilizar la anticoncepción de emer-
gencia, informar a las usuarias e incluirla
en protocolos de atención en casos de ries-
go por violaciones y embarazos no planea-
dos.

12.5 Aborto
En Costa Rica el aborto es un delito de

acción pública, penalizado por la ley, aún
en casos de violación e incesto.

Todo lo anterior muestra que no se res-
peta el derecho de las mujeres de tener au-
tonomía y decidir sobre su cuerpo, obli-
gándolas, en caso de que decidan inte-
rrumpir su embarazo, a recurrir a servicios
clandestinos, poniendo en riesgo su salud
y su vida.

El aborto terapéutico debe incluir: 
los embarazos de niñas menores de 13
años; el embarazo por violación y el
practicado voluntariamente antes de
las 12 semanas de gestación.

El impacto de la penalización del abor-
to en Costa Rica afecta la salud de las mu-
jeres en el ámbito físico, emocional, psico-

45. 111 delitos sexuales por 100000 habitantes, año 2000,
VIII Estado de la Nación. En las oficinas judiciales de prime-
ra instancia entraron 42217 denuncias por violencia do-
méstica, año 2000, VIII Estado de la Nación. Datos del Pa-
tronato Nacional de la Infancia (PANI), que se ha enlazado
con el 911 para atender las denuncias por abuso a meno-
res, señalan que entre los meses de marzo y mayo del 2001
las llamadas alcanzaron a 1658, y en la primera quincena
de junio se reportaron 1283 casos.

46. Solamente el 3% de la población ha oído hablar de la
anticoncepción de emergencia. Chen Mok M., Rosero
Bixby L. y otros. Salud Reproductiva y Migración Nicara-
güense en Costa Rica 1999-2000. Resultados de una En-
cuesta Nacional de Salud Reproductiva, UCR/ PCP/ INISA.
2001.

47. De los farmacéuticos el 13% dijo haber recetado anti-
concepción de emergencia en el último año. Solo el 4%
acertó cómo se usa, 3% cómo actúa y 24% tiene alto por-
centaje de éxito en evitar un embarazo. Marín C. Nivel de
conocimiento de los farmacéuticos acerca de las píldoras
anticonceptivas de emergencia (PAE) en San José de Costa
Rica en el 2002, CCP, 2002.



lógico y económico48. La ilegalidad del
acto hace que la gran mayoría de mujeres
sin recursos económicos lo efectúe en con-
diciones de riesgo a la vida, y quienes
cuentan con recursos pagan enormes su-
mas de dinero que benefician a los profe-
sionales en medicina que lo practican.

El aborto sólo es impune cuando está en
peligro la vida o la salud de la mujer em-
barazada. No obstante, el personal de aten-
ción al embarazo no informa sobre el abor-
to terapéutico, lo que trae como conse-
cuencia severas lesiones a la salud y la vi-
da de las mujeres. Al no existir normas o
protocolos de atención para este tipo de
aborto, tanto las mujeres como el personal
de salud desconocen o rechazan la posibi-
lidad de practicarlo. Tal fue el caso de una
niña nicaragüense de nueve años violada y
embarazada en Costa Rica, noticia que
ocupó las primeras planas de los diarios
nacionales del mes de febrero de 2003, cu-
ya salud integral estaba en severo riesgo.
El aborto terapéutico no se aplicó, al pre-
valecer los criterios subjetivos del personal
del hospital y no el respeto de los derechos
de la niña.49 En el país ocurren ochocien-
tos veintitrés (823) casos de embarazos en
menores de catorce años, según informa-
ción del Patronato Nacional de la Infan-
cia,50 a pesar de que, de acuerdo con la le-
gislación, mantener relaciones sexuales
con niñas de esta edad constituye un deli-
to. En ninguno de estos casos se ha respe-
tado el derecho de las menores a ser niñas
y, por el contrario, se les ha estimulado su
temprana, riesgosa e injusta maternidad,
en tanto los autores de las violaciones que-

dan impunes.51

La última iniciativa en estos términos se
dio en el año 1991 cuando una diputada
presentó un proyecto de ley para modificar
el artículo 121 del Código Penal. La pro-
puesta consistió en agregar un párrafo pa-
ra despenalizar el aborto en caso de inces-
to y violación; el proyecto fue rechazado
por la Asamblea Legislativa. 

En el año 1999 el Comité de Derechos
Humanos le recomendó al Estado costarri-
cense “que la legislación sea enmendada
para introducir excepciones a la prohibi-
ción general de todos los abortos”52. Sin
embargo, el Estado ha hecho caso omiso
de tal recomendación.

Las intenciones actuales del Poder Le-
gislativo Costarricense son las de aumen-
tar las penas en caso de aborto53. En un in-
tento de controlar aún más a las mujeres, a
partir del mes de noviembre de 2002 entró
en vigencia una reforma al Código Penal,
que multa a quien “Comercie o anuncie
procedimientos, instrumentos, medica-
mentos o sustancias destinadas a provocar
el aborto”.

El Gobierno y la Asamblea Legislativa
deben respetar el derecho de las mujeres
de decidir y tener autonomía sobre su
cuerpo y, por lo tanto tienen que introducir
excepciones a la penalización del aborto y
derogar el artículo 379 del Código Penal,
así como eliminar las propuestas de au-
mentar la penalización y garantizar la apli-
cación de la normativa del aborto terapéu-

51. Por movilización de las organizaciones de mujeres de
Nicaragua, la niña fue trasladad a ese país en donde le
practicaron un aborto terapéutico. En Costa Rica algunas
organizaciones de Mujeres se manifestaron públicamente
en contra del tratamiento dado a este caso por las autorida-
des costarricenses y solicitaron la destitución de la Presi-
denta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia. Car-
ta 19-02-03 dirigida al Presidente de la República.

52. General Assembly, United Nations, A/54/40, Vol. 1, ar-
tículo 280, 21 Octubre 1999.

53. Proyecto de Ley 11.781, Reforma Código Penal.
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48. Lomonte G. y Díaz, S., Impacto de la penalización del
aborto sobre la salud de las mujeres en Costa Rica. Una
aproximación. 2001.

49. “La alternativa del aborto terapéutico se analizó, pero
se desechó (...)” Periódico La Nación, 31/1/03, San José
Costa Rica.

50. Periódico “La Nación”, 16/03/03, San José, Costa Rica.
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tico, incluyendo dentro de éste: 1) los em-
barazos en niñas menores de 13 años, 2)
los embarazos producto de violación se-
xual, y 3) la interrupción voluntaria del
embarazo antes de las 12 semanas de ges-
tación54. “Cuando se trata de niñas emba-
razadas menores de trece años, en todos
los casos las instituciones de salud y de la
infancia deben garantizarle a las niña el
derecho a interrumpir el embarazo”.55

El aborto como problema de salud pú-
blica se comprueba con las siguientes ci-
fras: en el período 1990-1994 el 12,4% de
las causas de muertes maternas fue por
aborto; entre 1984 y 1991 hubo un prome-
dio de 8669 hospitalizaciones por aborto
en los servicios de la Caja Costarricense
de Seguro Social. La tasa de aborto indu-
cido por cada 1000 mujeres de 15 a 49
años en el mismo período fue de 10,4%
(Caja Costarricense de Seguro Social).

Entre 1992-1996 el promedio de estan-
cia hospitalaria por aborto fue de 2,1 días.
La Caja Costarricense de Seguro Social
aún recurre al legrado uterino instrumental
que es de mayor riesgo para las mujeres y
más costoso para la institución, en lugar de
emplear la nueva técnica de Aspiración
Manual Endo Uterino (AMEU).

Los servicios hospitalarios deben crear
y aplicar protocolos de atención post-abor-
to que incluyan el apoyo físico y emocio-
nal. La Caja Costarricense de Seguro So-
cial debe garantizar su aplicación.

12.6 VIH/SIDA 
En Costa Rica no existen datos de per-

sonas infectadas con VIH, dado que recién

el 27 de enero 2003 entró en vigencia el
decreto #30945-S (Reglamento de organi-
zación y funcionamiento del sistema na-
cional de vigilancia de la salud), que inclu-
ye por primera vez la infección por VIH en
la lista de enfermedades de notificación
obligatoria. Por tal razón, se estima que el
subregistro se encuentra entre el 20% y el
30%; el grupo de edad más afectado está
entre los 25 y 44 años, representando un
69.53% de los casos acumulados hasta fe-
brero del 2001. Llama la atención el au-
mento de 156% en las mujeres, durante el
el período 94-98, según la declaración,
realizada en mayo 2001 por las organiza-
ciones no gubernamentales (ONG) que
trabajan en SIDA en Costa Rica.

Esa misma declaración señala que “el
desarrollo de programas educativos sobre
sexualidad implementados por el Estado,
ha enfrentado grandes obstáculos, princi-
palmente provenientes de la Iglesia Católi-
ca que cuestiona los contenidos de los pro-
gramas. La pedagogía de sexualidad conti-
núa siendo enfocada únicamente con fines
reproductivos y una clara orientación hete-
rocéntrica, por lo que el uso del condón,
desde el dogma católico, es rechazado por
llevar implícito el ejercicio de una sexuali-
dad no procreativa”. Posibles medios de
lucha contra la enfermedad son:

54. Entrevista realizada para este informe a Ivannia Monge,
2003.

55. “(...) el 20 por ciento de todos los nacimientos (15200
de 76000 al año) sean de jovencitas y una proporción im-
portante de menores de 15 años. Y esto es un riesgo para fe-
to y madre (...)” Periódico La Nación. 3/1/ 2003. San José,
Costa Rica.

56. Departamento de Control de Sida, citado en “Agenda
de Discusión Legislativa Consensuada Proyecto Parlamento
de las Mujeres de Costa Rica”, versión final, 21 febrero del
2002.
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• Incorporar el tema de VIH/SIDA, su
prevención y los derechos de las perso-
nas que viven con VIH/SIDA, en el cu-
rrículo escolar.

• Divulgar la información, libre de prejui-
cios y estereotipos, para prevenir el
VIH/SIDA, dirigida a la población en
general, utilizando los medios masivos
de comunicación.

• Asegurar el más alto nivel en la calidad
de los tratamientos antirretrovirales y
los métodos anticonceptivos de barrera,
incluyendo el condón femenino en los
servicios del seguro social.

• Promover el exámen de VIH/SIDA en
mujeres embarazadas durante su primer
visita prenatal.

• Capacitar al personal de salud sobre el
marco legal existente y divulgando el
marco legal en la población en gene-
ral.56

• Brindar servicios de apoyo, físico y
emocional, mediante la creación y ope-
ración de albergues y consejerías para
personas con VIH/SIDA.

Las ONG que trabajan con SIDA en
Costa Rica, señalan que la principal vía
de transmisión es la sexual con un
84,4% de los casos presentados

12.7 Fertilización in vitro
En octubre de 2000, la Sala Constitucio-

nal prohibió por voto de mayoría la fertili-
zación in vitro en Costa Rica, determinando
que el embrión humano es persona desde el
momento de la concepción y, por lo tanto,
debe ser protegido.57 La decisión de la Sala
Constitucional viola el derecho al acceso a
la reproducción asistida a las mujeres.

La autodeterminación, en materia de

derechos sexuales y reproductivos, debe
ser respetada ya que es central para la
identidad personal, la dignidad y el signi-
ficado de la vida58. El Estado costarricen-
se tiene la obligación de permitir el acceso
a la fertilización in vitro, a las mujeres que
lo requieran.

12.8 Hospital de las mujeres
A pesar de las intenciones del nuevo

modelo de atención promovido en el Hos-
pital de las Mujeres, de ofrecer una aten-
ción integral a su salud, con enfoque de
derechos y de diversidades, todavía se im-
pone dentro de la cultura institucional la
visión de que las mujeres sólo deben preo-
cuparse de su salud y su sexualidad desde
lo reproductivo. Aún se observan situacio-
nes de discriminación contra las mujeres
extranjeras en general y nicaragüenses en
particular así como para las mujeres no he-
terosexuales.59

12.9 Mujeres con discapacidades
Los servicios de la CCSS no están pre-

parados ni acondicionados para la atención
de mujeres con discapacidades. Carecen
de camillas especiales para realizar exá-
menes ginecológicos y los equipos para
mamografías no son aptos para mujeres
que no pueden estar de pie. El personal de
salud expresa en algunas ocasiones actitu-
des ofensivas y prejuiciadas respecto del
ejercicio de la sexualidad de las mujeres
con discapacidades, ya que no está prepa-
rado ni equipado para atenderlas adecuada
y respetuosamente.

Es alarmante que el 88% de las mujeres
con discapacidades nunca se ha realizado
un examen para la detección del cáncer
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57. La Constitución Política establece que la vida humana
es inviolable.

58. John A. Robertson, Children of Choice: Freedom and
the New Reproductive Technologies, at 16 (1994).

59. Soledad Díaz, Consultora en Género y Salud, entrevis-
ta realizada para este Informe, en octubre 2002.
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cérvico uterino y; el restante 12% lo hizo
antes de adquirir la condición discapaci-
tante60. 

La inaccesibilidad a la infraestructura y
los malos tratos que reciben por parte
del personal repercuten en que las mu-
jeres con discapacidades no asistan a
los servicios de salud sexual y repro-
ductiva.

La CCSS debe adecuar las condiciones
en los centros de salud para brindar los
servicios de salud sexual y reproductiva a
las mujeres con discapacidades, así como
informar y capacitar al personal de salud
para que brinde la atención adecuada y
respetuosa hacia las mujeres con discapa-
cidades en todas las etapas de su vida.

ARTÍCULO 13
Prestaciones económicas y sociales
13.1 Acceso de mujeres lesbianas 
en unión de hecho a beneficios sociales

La legislación impide todo reconoci-
miento de uniones legalmente respaldadas
entre personas del mismo sexo61. Esto im-
plica la violación del derecho humano de
igualdad en la seguridad social, ya que las
mujeres que viven en una relación de he-
cho con otra mujer quedan desprotegidas.

Consecuencias perjudiciales de esta situa-
ción para las mujeres lesbianas, entre otras:
• La exclusión del derecho a ser benefi-

ciarias de pensiones, herencias y servi-
cios de la seguridad social.

• Imposibilidad legal de extender el derecho
a la nacionalidad a la pareja extranjera.

• Negación del derecho a decidir sobre as-
pectos de la salud en caso de enferme-
dad, incapacidad y muerte de la pareja.

• Impedimento del derecho a la visita
conyugal en caso de privación de liber-
tad de la pareja.

Es preciso reformar el artículo 242 del
Código de Familia, con el propósito de
otorgar los derechos anteriormente citados
a las parejas del mismo sexo.

13.2. Trabajadoras domésticas 
y prestaciones (ver también artículo 11)
Un 95% de las mujeres trabajadoras do-
mésticas de Costa Rica no tienen seguro
social ni seguro de riesgo laboral, los cua-
les son derechos fundamentales garantiza-
dos por la Constitución Política62. Esta si-
tuación deja a estas trabajadoras sin la po-
sibilidad de contar con una pensión de en-
fermedad vejez y muerte, seguro médico y
seguro por riesgos profesionales, entre
otros beneficios.

Un factor que agrava la situación des-
crita es el hecho de que, según el artículo
22 del Código de Trabajo, los contratos de
servidoras domésticas pueden ser verba-
les, lo cual permite que queden fuera del
control de las autoridades administrativas.

El Ministerio de Trabajo debe cumplir
con su obligación de registrar, controlar y
supervisar la contratación y relaciones labo-

60. Artiaga, S., CENARE.

61. Código de Familia de Costa Rica. Artículo 242, sobre
Unión de hecho.

62. Información suministrada por Asociación de Trabajado-
ras Domésticas (Astradomes) para el presente informe en
2002.
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rales de las trabajadoras domésticas. Ade-
más, es imprescindible que la Asamblea Le-
gislativa apruebe el proyecto de modifica-
ción del Código de Trabajo para garantizar
los derechos laborales de estas trabajadoras.

ARTÍCULO 14
Mujeres indígenas

Según el último censo, en Costa Rica vi-
ven 63876 personas indígenas (1,7% de la
población total); el 46% son menores de 15
años. La fecundidad de las mujeres indígenas
es superior al resto de país: en promedio tie-
nen 4,1 hijos, frente a un promedio nacional
de 2,7. Alrededor del 79% de la población in-
dígena vive en zona rural, el 42% reside en
territorios establecidos63. La escolaridad den-
tro de los territorios indígenas es de 3,6 años;
en contraste con el 7.6 años para el resto de la
población, el analfabetismo alcanza un 30%
y hasta un 50% en el pueblo Cabécar (mien-
tras que en el resto del país es de 4,5%).

Las  mujeres indígenas carecen de cen-
tros para la atención y la denuncia de
la violencia doméstica

14.1 Las mujeres indígenas 
y la violencia doméstica 

Uno de los problemas de las mujeres in-
dígenas es la desprotección frente a la vio-
lencia doméstica. El acceso de las mujeres
indígenas a la justicia y a la protección poli-
cial en caso de violencia doméstica está li-
mitado por las largas distancias que tienen
que caminar para llegar a un lugar donde
pueden presentar una denuncia y solicitar
medidas de protección. Una vez planteada la
denuncia, el proceso burocrático-adminis-

trativo se hace demasiado complicado para
ellas, por las barreras idiomáticas, las condi-
ciones económicas, geográficas, así como
emocionales, para presentarse a las compa-
recencias, en las que deben exponer su caso
ante las autoridades correspondientes. No
existen centros de atención para las mujeres
indígenas víctimas de violencia doméstica,
por lo cual el cumplimiento de las medidas
de protección no está garantizado.

Es responsabilidad del Ministerio de
Seguridad y de la Defensoría de los Habi-
tantes, establecer los mecanismos necesa-
rios para garantizar a las mujeres indíge-
nas la aplicación y cumplimiento efectivo
de la legislación vigente en materia de vio-
lencia doméstica.

El INAMU no cuenta con datos estadís-
ticos que revelen la situación de violencia
doméstica que viven las mujeres indígenas. 

El Estado, mediante el Ministerio de
Educación y el Instituto Nacional de Apren-
dizaje, debe brindar oportunidades de edu-
cación y capacitación para las mujeres indí-
genas, respetando su cultura y tradiciones en
concordancia con sus derechos humanos.

14.2 Acceso de mujeres indígenas a créditos 
Las mujeres indígenas no son sujetas de

crédito porque no son propietarias de tierras;
por tal razón, no pueden cumplir con las ga-
rantías requeridas por los entes financieros.
Sumado a lo anterior, los testimonios de mu-
jeres indígenas64 relatan que, en muchas
oportunidades, el trato que reciben en los
bancos es humillante. Se debe establecer un
fondo de avales que permita a las mujeres
indígenas el acceso a créditos mediante ga-
rantía solidaria.65
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63. IX Censo Nacional de Población y V de Vivienda del
2000: Resultados Generales, INEC, 2001.

64. Declaración representante de IXACAVAA, Reunión 4
octubre 2002.

65. Agenda de Discusión Legislativa Consensuada. Proyec-
to Parlamento de las Mujeres de Costa Rica, ILANUD/Fun-
decooperación/Comisión Permanente Especial de la Mujer
de la Asamblea Legislativa de Costa Rica, febrero 2002.



Artículo 1 
Se debe eliminar la participación e intromi-
sión de la Iglesia Católica en la toma de de-
cisiones que son propias de un Gobierno, de
sus representantes elegidos democrática-
mente y no de jerarcas eclesiásticos.

La separación del Estado y la Iglesia Ca-
tólica mediante la reforma al artículo 75 de
la Constitución Política es un paso indis-
pensable para avanzar en la eliminación de
la discriminación contra las mujeres en
Costa Rica.

Artículo 2 
Es fundamental que el Gobierno apoye y
promueva activamente la aprobación del
proyecto de Ley de Penalización de la Vio-
lencia contra las Mujeres Mayores de Edad
(expediente No 13874), así como la Refor-
ma a la Ley de Hostigamiento Sexual en el
Empleo y la Docencia (expediente No

13094), para reducir la impunidad de la vio-
lencia y el hostigamiento contra las muje-
res. 

La reforma a la Ley de Hostigamiento
Sexual en el Empleo y la Docencia debe
acompañarse de acciones educativas e in-
formativas permanentes para promover am-
bientes libres de acoso sexual, tanto en el
sector público como en el sector privado.

El Instituto Nacional de las Mujeres, la
Defensoría de los Habitantes y el Ministerio
de Trabajo, deben mantener estadísticas ac-
tualizadas de las denuncias de hostigamien-
to sexual, sus resoluciones y cumplimiento
de éstas.

El Gobierno debe asignar presupuesto
para garantizar el cumplimiento de la Ley

7600 y debe dar seguimiento al expediente
14236 de Transporte Público Intermodal,
para que las personas con discapacidades
puedan lograr una integración plena en los
diferentes ámbitos, como, recreación, edu-
cación, trabajo, cultura, salud, entre otros.

Artículo 4
Se deben adoptar medidas especiales de ca-
rácter temporal así como políticas institu-
cionales para garantizar la igualdad de
oportunidades y la equidad de género entre
mujeres y hombres en las instituciones pú-
blicas y las empresas privadas.

El Estado debe impulsar programas, pro-
vistos de los recursos necesarios, que per-
mitan equidad para las mujeres con discapa-
cidades, así como para las mujeres indíge-
nas.

El Instituto Nacional de las Mujeres de-
be formular y ejecutar la Política nacional
de igualdad y equidad entre mujeres y hom-
bres que le exige su Ley constitutiva.

Artículo 5 
Es impostergable la declaración del Estado
laico a fin de evitar que la Iglesia Católica
interfiera en el establecimiento y la ejecu-
ción de políticas públicas, las cuales deben
atender las necesidades, sin distinción de
credo, de toda la población. 

Se deben dictar las medidas legislativas
y administrativas pertinentes para eliminar
la representación de la Iglesia Católica en
las juntas directivas de instituciones públi-
cas y otras instancias gubernamentales.

V Resumen de recomendaciones



Artículo 7
El Gobierno debe cumplir con la Ley 7600
para facilitar el acceso físico de las mujeres
con discapacidades a todos los espacios de
la vida pública y política.

Artículo 10
El Gobierno, particularmente el Ministerio
de Educación Pública, debe asumir su res-
ponsabilidad en el tema de la educación se-
xual de la población escolarizada, preparan-
do al personal docente para dialogar con sus
alumnos y alumnas e introduciendo la edu-
cación para la sexualidad como un eje trans-
versal del sistema educativo, libre de mora-
lidades religiosas y con el fin de preparar a
los y las alumnas para tomar decisiones con
base en información veraz, oportuna, conci-
sa y completa.

Es obligación del Estado, particularmen-
te del Ministerio de Educación Pública, ga-
rantizar efectivamente el derecho de las ado-
lescentes, madres adolescentes, adolescentes
embarazadas y personas con discapacidades
a acceder a todas las modalidades del siste-
ma educativo costarricense.

Se recomienda la capacitación y sensibi-
lización de personal de dirección y docentes
de las instituciones educativas sobre la legis-
lación y los derechos de madres adolescen-
tes, personas con discapacidad, de la niñez y
la adolescencia en general.

El Gobierno debe asignar fondos para
adecuar la infraestructura de los centros edu-
cativos para el acceso de las mujeres con
discapacidades.

Artículo 11
El Gobierno debe impulsar la aprobación,
por parte de la Asamblea Legislativa, de las
reformas al Código de Trabajo (expediente
No 13413) que garanticen a las trabajadoras
domésticas remuneradas disfrutar de un ré-
gimen laboral no discriminatorio, en cuanto
a la jornada, descanso, salario, prestaciones
legales, seguridad social, licencia de mater-
nidad y estabilidad laboral, entre otras.

El Gobierno mediante el Ministerio de
Trabajo, debe garantizar la eliminación de

prácticas discriminatorias de los empleado-
res contra las mujeres, como son el hostiga-
miento sexual, la discriminación por orienta-
ción sexual y afectiva, la discriminación a
mujeres con discapacidades, la exigencia de
pruebas del uso de anticonceptivo, la decla-
ración del embarazo o pruebas del VIH/SI-
DA.

Artículo 12
Recientemente, el Ministerio de Salud pu-
blicó la Política Nacional de Salud 2002-
2006 que recoge los compromisos del actual
gobierno en esta materia, en ella se incluye
el apartado correspondiente a la de Salud y
Derechos Sexuales y Reproductivos.

Sin embargo, dicha Política omite aspec-
tos fundamentales planteados en este infor-
me, tales como el aborto, la prevención del
embarazo de adolescentes y niñas, atención
de niñas embarazadas y la incorporación de
la anticoncepción de emergencia, entre
otros.

Se deben asignar recursos para la capaci-
tación y formación de personal de salud en
temas de salud sexual y salud reproductiva,
incluyendo el VIH-SIDA, para todas las eda-
des, con enfoque de género.

El Gobierno debe realizar acciones de
prevención y lucha contra el VIH/SIDA.

El Gobierno debe garantizar el cumpli-
miento del Decreto 27913-S de Salud Se-
xual y Reproductiva. Debe crear y ejecutar
los mecanismos de seguimiento y evalua-
ción del acceso y la calidad de los servicios
que el Decreto establece, incluyendo las ci-
rugías de esterilización para los varones.

Se debe ampliar la gama de métodos an-
ticonceptivos, incluyendo la aplicación ruti-
naria de la anticoncepción de emergencia, en
los servicios públicos de salud.

La Caja Costarricense de Seguro Social
deberá impulsar acciones orientadas a: la
erradicación de la violencia en el trato hos-
pitalario en la atención del embarazo, parto,
posparto y aborto. Crear, revisar y mejorar,
con la participación de las mujeres, los pro-
tocolos de atención para los procesos ante-
riormente mencionados, aumentando las op-
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ciones para la atención de los mismos, inclu-
yendo la incorporación de las parteras, pre-
viamente certificadas, así como, establecer y
difundir los mecanismos ágiles y efectivos
de denuncia y la correspondiente sanción, en
aquellos casos en que las mujeres sientan
que sus derechos fueron restringidos o viola-
dos.

Se debe revisar y reformar la legislación
penal en relación con la interrupción volun-
taria del embarazo (artículos 118 - 121 y 379
inciso 4 del Código Penal), para garantizar
el derecho de las mujeres a decidir libremen-
te sobre su cuerpo. El aborto terapéutico o
impune comprenderá: 1) los embarazos en
niñas menores de 13 años; 2) los embarazos
producto de violación sexual y 3) la inte-
rrupción voluntaria del embarazo antes de
las doce semanas de gestación.

Cuando se trata de niñas embarazadas
menores de trece años, en todos los casos las
instituciones de salud y de la infancia deben
garantizarle a la niña el derecho a interrum-
pir el embarazo.

Es fundamental que se garantice la cali-
dad de la atención en los servicios, los medi-
camentos y la información que brindan la
Caja Costarricense de Seguro Social y los
servicios de salud privada, mediante meca-
nismos de supervisión, vigilancia y denun-
cia que den respuesta adecuada a las necesi-
dades de la población.

Artículo 13
Se debe reformar el artículo 242 del Código
de Familia para que se incluya la diversidad
de familias de hecho existentes, incluidas las
del mismo sexo y puedan sus integrantes te-
ner iguales derechos y deberes a todo tipo de
unión familiar, haciendo con ello posible el
acceso igualitario a pensiones, herencias, se-
guros y otros beneficios ligados directamen-
te al concepto de familia en la legislación.

El Gobierno y la Asamblea Legislativa
deben actuar enérgicamente a fin de que sea
eliminada la discriminación legal contra las
trabajadoras domésticas remuneradas y no
siga posponiéndose la reforma al Código de
Trabajo, en detrimento de este importante
sector de población femenina, en gran parte
inmigrante. El régimen laboral de las traba-
jadoras domésticas es absolutamente viola-
torio de los derechos humanos constitucio-
nales y otros contenidos en las convenciones
internacionales ratificadas por el país.

El Ministerio de Trabajo debe cumplir
con su obligación de registrar, controlar y
supervisar la contratación y relaciones labo-
rales de las trabajadoras domésticas.

Artículo 14
El Estado, mediante el INAMU, el Poder Ju-
dicial, Ministerio de Seguridad y la Defenso-
ría de los Habitantes, debe prestar atención
oportuna y eficaz a la violencia doméstica que
sufren las mujeres indígenas en sus comunida-
des, tomando en cuenta su cultura, la distancia
geográfica y la barrera del lenguaje.

Se deben crear centros accesibles y adecua-
dos, con personal calificado y conocedor del
idioma y problemática indígenas, para la aten-
ción y denuncias de violencia doméstica de las
niñas, adolescentes y mujeres indígenas.

El Ministerio de Salud, el de Trabajo y la
Caja Costarricense de Seguro social deben
ejecutar programas de educación sexual y re-
productiva, eficaces y acordes con las especi-
ficidades de las comunidades indígenas, a fin
de garantizar los derechos de las mujeres in-
dígenas de todas las edades y evitar embara-
zos de niñas, adolescentes y, en general, los
embarazos no deseados y que pongan en
riesgo la salud integral de las mujeres.

Se debe establecer un fondo de avales
que permita a las mujeres indígenas el acce-
so a crédito mediante la garantía solidaria.



Costa Rica presentará, este año 2003, el
primer informe oficial ante el comité de
la convención para la eliminación de
todas las formas de discriminación
contra las mujeres (CEDAW) desde que
la Convención fue ratificada por el país
en 1984. 

El Informe Sombra, la respuesta de
organizaciones de mujeres al informe
oficial, se limita a aquellos temas en
que las mujeres participantes en este
proceso tienen más conocimiento,
experiencia y acceso a la información.
Este informe no aborda todas las
diversas formas de discriminación
existentes contra las mujeres en Costa
Rica.

Se han obtenido avances
significativos en la formulación y
aprobación de legislación sobre
cuotas de participación política,
violencia, acoso sexual, salud sexual
y reproductiva; no así en cuanto a su
aplicación.

Informe Sombra
C O S T A R I C A ,  2 0 0 3

El Informe Sombra de Costa Rica 2003 se
realizó merced a las colaboraciones de:

International Women’s Rights Action
Watch (IWRAW) Asia Pacific

Fondo de Población de 
Naciones Unidas (UNFPA)

Centro Legal para Derechos
Reproductivos y Políticas Públicas (CRLP)


